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Un pensador liberal decía que las palabras son las armas en la batalla ideológica y que la peor derrota se produce cuando un término relevante de nuestro discurso es capturado por el oponente, dándole el sentido exactamente opuesto al que originalmente tenía.

Este pensador (Hayek) estaba muy disgustado a mediados del siglo XX por haber perdido -justamente en los Estados Unidos- la palabra liberal a manos de los progresistas. Fue así como los izquierdistas norteamericanos pudieron dejar de ser llamados radicales (que ahuyentaba a demasiados votantes satisfechos con su presente) mientras los otrora liberales no tuvieron más alternativa que empezar a ser conservadores (bastante antipático en un país que admira el cambio y el progreso).

En el mismo sentido, los progresistas argentinos han perdido la crucial expresión Reforma del Estado en manos de la ortodoxia económica local, que ha conseguido que estos términos sean asimilados con despidos de empleados públicos y reducción del Estado; o sea, sinónimo de ajuste. Tal como preveía Hayek, al no poder ni hablar de reformar el Estado a riesgo de ser malinterpretado resulta difícil poner un poco  de luz sobre cuáles son nuestros problemas y cuáles deberían ser nuestras prioridades.  El trabajo opositor ha sido persistente, abrumador y lamentablemente -hasta ahora- eficaz (¿quién no recuerda el  Achicar el Estado es agrandar la Nación?); pero eso no quita que algunos sigamos intentando reconquistar posiciones.

¿PARA QUÉ TENEMOS ESTADO? ¿UN ESTADO O TRES ESTADOS?

El primer obstáculo a vencer es entender que cuando decimos Estado englobamos una infinidad de actividades que poco tienen que ver unas con otras y que podríamos agrupar en tres grandes categorías afines:

I. El Estado proveedor de bienes públicos: la defensa común, la seguridad interior y las obras de infraestructura fueron las primeras funciones encaradas por los gobiernos, en el convencimiento de que no era conveniente dejarlas libres a la iniciativa privada. A partir del siglo XX se agregaron a esta lista de bienes con “externalidades positivas”: la educación, la salud, la justicia y la seguridad social.

II. El Estado regulador: la definición de reglas de juego para la interacción colectiva constituye otra de las funciones del Estado bajo todos los regímenes políticos y económicos. Vale la pena señalar que las democracias capitalistas son las que más reglas necesitan, sin reglas no hay competencia política ni económica. Estas reglas nunca terminan de perfeccionarse y la sofisticación que han alcanzado en el mundo desarrollado es quizás uno de los mayores logros de la humanidad.

III. El Estado empresario: la acción directa de los gobiernos en algunos sectores “estratégicos” (transporte, comunicaciones, industria pesada, finanzas) ha sido algo usual, sobretodo después de la Segunda Guerra. Con mayor o menor intensidad todos los países incursionaron en este terreno hasta finales de los ´80s cuando comenzó -también con diferente intensidad en cada país- una nueva ola privatizadora.

Es crucial comprender que bajo el paraguas genérico del Estado designamos -y mezclamos- tareas de naturaleza totalmente distinta, con problemáticas disímiles y, por ende, con prioridades y objetivos muy diferentes cuando pensamos en su reforma.

Miradas desde el ángulo de consumo de recursos públicos, algunas de las funciones del primer Estado utilizan la abrumadora mayoría del presupuesto y del personal: entre la educación, la salud, la seguridad social y la seguridad se consume el grueso del gasto público en todas las sociedades. Cualquier intento de mejora en la prestación de estos servicios implica conseguir un cambio en la forma de trabajar de ejércitos de maestros, enfermeras, médicos, empleados administrativos o policías.

Por el contrario, el segundo Estado -el regulador- consume relativamente escasos recursos. Los que dictan e influencian las reglas de juego -poderes legislativos (nacionales y subnacionales), entes reguladores, Banco Central, Corte Suprema y agencias del poder ejecutivo- emplean un porcentaje ínfimo de personas y presupuestos. Las reformas en los mismos no pasan tanto por cambios organizativos que mejoren la productividad de estas organizaciones sino por la calidad de sus funcionarios y sus decisiones, alentando definiciones y reglas que sean más eficaces y acordes con los problemas que enfrenta la sociedad. En otras palabras, tener una mejor Corte Suprema no pasa -primordialmente- por aumentar la eficiencia del trabajo administrativo en la misma, como por tener jueces más idóneos, imparciales e independientes. Conseguir un régimen monetario que provea a la sociedad de una moneda estable tiene que ver con opciones de política económica y con la calidad con que se ejecutan y no con el número de empleados del Banco Central.

Por último, el Estado empresario presenta características más similares al primer Estado, o sea grandes organizaciones dedicadas a la provisión de bienes y servicios tales como correo, electricidad, petróleo o préstamos hipotecarios, donde las reformas pasan por acciones que mejoren la eficiencia.

Entender estas diferencias en la naturaleza de las tareas es un primer paso para poder pensar en las prioridades del accionar público; el segundo es ser concientes de cuáles son  las -también diferentes- consecuencias de un mal funcionamiento de cada uno de los tres Estados. 

¿QUÉ PASA CUANDO LOS ESTADOS NO FUNCIONAN?

Si el Estado empresario es ineficiente, los servicios a su cargo son de mala calidad y sus cuentas producen déficits recurrentes que usualmente -al menos en nuestro país- son financiados con inflación. Conocimos tan bien esta experiencia que no vale la pena detallar su explicación: cortes de luz, de gas, teléfonos ausentes o incomunicados y déficits de tamaño y persistencia inaceptables. En resumen, un mal estado empresario genera menor crecimiento económico para toda la sociedad, o sea, peor calidad de vida para todos. Pareciera que esta etapa ya fue superada y que muy pocos reclaman una vuelta a este rol público  en una sociedad que tiene serias dificultades para manejar eficazmente y de manera transparente cualquier iniciativa colectiva. 

Muy diferente es el impacto de un primer estado ineficaz: si no contamos con educación pública de calidad, salud pública, policía efectiva o seguridad social universal lo que ocurrirá es que los que tengan recursos para agenciarse sustitutos privados lo harán (colegios privados, barrios cerrados, medicina prepaga) mientras que una franja de la sociedad va quedando cada vez más al margen del supuesto contrato social. Todas las externalidades positivas que justifican la prestación pública de estos servicios se vuelven ahora negativas (es mucho más ineficiente contratar seguridad privada que pagar Ingresos Brutos) y la sociedad se vuelve cada vez más desigual. Un primer Estado ausente provoca entonces gran inequidad, además de frenar el crecimiento.

Por último, un mal estado regulador conjuga las consecuencias de frenar el desarrollo con las de generar una sociedad desigual: los ricos tienen más herramientas para defenderse de la inflación y de la falta de justicia pero ambas falencias afectan el progreso de todos; en este caso se puede afirmar que sin Estado regulador no hay ni democracia ni mercado. El ejemplo paradigmático de esta sentencia es el mercado de capitales internacional, ilustración sublime del funcionamiento de las fuerzas del mercado a nivel global, que sólo ha sido posible con una intrincada, sofisticadísima y constantemente cambiante regulación internacional y local. La mejora de estas regulaciones ha sido y es objeto del trabajo y la coordinación de las autoridades financieras de cada país y de organismos supranacionales públicos y privados. Sin ese arduo y sutil tejido no habría mercado de capitales.

LO QUE HICIMOS CON EL ESTADO EMPRESARIO NO ES APLICABLE A LOS OTROS DOS

Hablando de grandes magnitudes, en la Argentina nos hemos deshecho del Estado empresario, no fuimos capaces de operarlo con mediana eficiencia y ya no lo tenemos más. Ahora bien, con los otros dos Estados no hay alternativa (en Argentina y en cualquier lado): si no se mejoran no hay crecimiento sostenido ni igualdad. Como ya se ha dicho, el desafío de reformar estos dos estados es titánico y de largo plazo, ya sea porque implica modificar el comportamiento de cientos de miles de servidores públicos o porque hay que diseñar una red de regulaciones muy compleja, tareas ambas que no son obra de un gobierno.

Volviendo entonces a la batalla semántica del inicio, los que dicen: “Este Gobierno no hizo la Reforma del Estado”, o “No vamos a salir hasta que no se haga la Reforma del Estado”, o últimamente “Se elige el camino fácil de licuar el gasto con inflación en vez de encarar la Reforma del Estado”, están enarbolando la valiosa frase que han capturado para evitar decir “no me importa demasiado la igualdad y en realidad mi única prioridad es bajar el gasto público”, sin darse cuenta de que las sociedades avanzadas -sin excepción- sólo tuvieron crecimiento sostenido cuando también se preocuparon de edificar un Estado que cuidase de la igualdad y no sólo de la propiedad. Todos los países avanzados evolucionaron del original Estado Gendarme al moderno Estado Guardián de la Equidad. 

Se olvidan, además, que nuestros liberales padres fundadores sólo concebían su proyecto a través del desarrollo de un Estado hasta ese entonces inexistente y que bien se ocuparon de llevarlo a la práctica. Los ferrocarriles, la educación pública, el ejército o el poder judicial fueron para ellos la encarnación de su convicción de que construir el Estado era el único vehículo para consolidar la Nación. El desafío presente, el de un país fracturado por enormes asimetrías sociales y regionales, debería ser el de asumir que sólo mejorando el Estado podremos integrar la Nación.

El proceso de Reforma del Estado Nacional ha tenido como uno de sus prin​cipales efectos el convertir al municipio en uno de los pilares más impor​tantes de la administración pública. Es en este contexto en el que se plantea la necesidad de atender nuevos desafíos municipales, especialmente en lo referido al uso óptimo de los re​cursos y al aumento de la productividad.

Lic. Gustavo LOPETEGUI 
Buenos Aires, noviembre de 2004.
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( Ministro de la Producción de la Provincia de Buenos Ares.
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